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Radicación: 15001233100020020336002 (19791)
Actor: COBASEC LTDA.  (NIT. 891.801.317-1)
Demandado: DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 
Impuesto sobre la renta – 1997

FALLO

La Sala decide el recurso de apelación interpuesto por la demandante, contra la sentencia del 16 de mayo de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda.

ANTECEDENTES
El 27 de mayo de 1998, COBASEC LTDA. presentó la declaración de renta y complementarios por el año gravable 1997, con un saldo a favor de $27.926.000
.

El 29 de noviembre de 2000, la División de Fiscalización de la Administración de Impuestos Nacionales de Tunja expidió el Requerimiento Especial 000097,  para adicionar ingresos, rechazar costos y deducciones por salarios e intereses y demás gastos financieros y disminuir la pérdida por exposición a la inflación, por lo cual liquidó un impuesto a cargo de $193.654.000 y una sanción por inexactitud de $309.846.00, para un total de saldo a pagar de $475.575.000
. La contribuyente dio respuesta oportuna al requerimiento
, en la que aceptó parcialmente las glosas propuestas y adjuntó la declaración de corrección presentada el 28 de febrero de 2001, en la que liquidó sanción de corrección por $6.774.000 y disminuyó el saldo a favor a $4.216.000
. 

El 10 de mayo de 2001, la Administración profirió la Liquidación Oficial de Revisión 010, por medio de la cual tuvo en cuenta la declaración de corrección presentada por la contribuyente con ocasión de la respuesta al requerimiento, razón por la cual, determinó un valor a pagar de $86.057.000 y una sanción por inexactitud de $137.691.000, porque mantuvo lo no aceptado por la contribuyente en su declaración de corrección, la adición de ingresos y el rechazo de costos y deducciones
.
Previa interposición del recurso de reconsideración, mediante Resolución 00001 del 27 de mayo de 2002, la Administración modificó parcialmente la liquidación oficial de revisión para determinar un valor a pagar por impuestos y sanciones de $112.203.000.
DEMANDA

COBASEC LTDA., en ejercicio de la acción prevista en el artículo 85 del Código Contencioso Administrativo, solicitó la nulidad de la Liquidación Oficial de Revisión y de la resolución que decidió el recurso de reconsideración. A título de restablecimiento del derecho, pidió que «se  confirme» la declaración de corrección presentada el 28 de febrero de 2001.
Citó como normas violadas las siguientes: 

· Artículos 4, 29, 83, 95 y 228 de la Constitución Política 

· Artículos 683, 711, 712 literal g), 771-2, 772, 774, 777 del Estatuto Tributario
· Artículo 187 del Código de Procedimiento Civil 

· Artículo 84 del Código Contencioso Administrativo 

El concepto de violación se sintetiza así:
La administración tributaria vulneró el artículo 711 del Estatuto Tributario, porque en la Liquidación Oficial de Revisión afirmó que modificaba la liquidación privada del impuesto sobre la renta 207100106954 del 3 de junio de 1998, cuando ese número ni la fecha corresponden a las declaraciones presentadas por COBASEC. El hecho de que en la explicación sumaria se identifique correctamente la liquidación privada, no sanea la actuación demandada ni le imprime validez al acto de liquidación.

Al no existir certeza o seguridad jurídica sobre cuál liquidación privada se pretende modificar, el acto de determinación oficial no obliga y carece de validez, por tanto, debe ser objeto de nulidad y como restablecimiento debe confirmarse la liquidación privada presentada por el año gravable 1997 radicada con el N° 0161602056368-6 que corrigió y sustituyó la declaración inicial.
En cuanto a la adición de ingresos por falta de factura y presuntamente recibidos de la empresa CITEP por valor de $4.264.000, señaló que la actora, con base en los principios de contabilidad y la prevalencia de las normas tributarias, procedió a registrar el hecho cierto del ingreso susceptible de incremento patrimonial en el año en que se causó y facturó, independientemente del tratamiento que le hubiera dado la empresa que efectuó el pago.
En la resolución que resuelve el recurso de reconsideración, se dice que la factura allegada por la venta a CITEP por $4.263.750 es una fotocopia sin autenticar y sin fecha, y que la papelería es de la agencia de Yopal mientras la empresa es de Bogotá, pero la administración no manifiesta expresamente si mantiene o no la adición de ingresos, lo cual es violatorio del artículo 712 del Estatuto Tributario que dice que la liquidación de revisión debe contener, entre otros aspectos, la explicación sumaria de las modificaciones efectuadas.
En la resolución que decidió el recurso se afirmó que la factura 745 está en fotocopia sin autenticar, pero desconoce que el artículo 772 del Estatuto Tributario dispone que los libros de contabilidad del contribuyente constituyen prueba a su favor, siempre que se lleven en debida forma, que es lo que sucede en este caso, entonces, constituyen prueba suficiente por cumplir los requisitos del artículo 774 del Estatuto Tributario.
Los soportes y documentos hacen parte de la contabilidad y gozan de autenticidad, constituyen prueba a favor del contribuyente, como en el caso de la factura 745 respaldada por la certificación del revisor fiscal. El desconocimiento de esta factura por parte de la Administración viola, además, los artículos 772, 774 y 777 del Estatuto Tributario y 51 del Código de Comercio, este último que prevé que hacen parte de la contabilidad todos los comprobantes que sirven de respaldo a las partidas asentadas en los libros.
Se pretende desconocer la factura por no tener la anotación de ciudad y fecha, pero ello sería aplicable si se tratara de comprobar la existencia de un costo, deducción o impuesto descontable como lo señala el artículo 771-2 del Estatuto Tributario, pero lo que se busca en este caso es exactamente lo contrario, demostrar que existió un ingreso para COBASEC LTDA. en el año 1996, año en que efectivamente se causó y no en el año 1997. Por lo anterior, es necesario que, a través de peritos contables, se examinen los libros de contabilidad de la actora para probar la realidad de lo afirmado.  
A través del peritaje contable también se puede comprobar que se trata de un error meramente formal y no de fondo, el hecho de que se hubiera digitado en las facturas 7658, 7691, 7742, 7781 y 7816, como NIT del Hospital Fontibón II Nivel el 800.223.422, cuando era el 800.223.432. Según la DIAN, el NIT digitado corresponde a la Asociación Usuarios Prog H.C.B., con la cual la demandante no ha tenido ninguna relación comercial. Así, la Administración violó el artículo 228 de la Constitución que establece la prevalencia de lo sustancial sobre lo meramente formal.
Sobre los ingresos recibidos del Hospital San Pablo Fontibón I Nivel, con ocasión del recurso de reconsideración, se aportó cuadro de ingresos, certificado de retención en la fuente del hospital, fotocopias de las facturas 7648, 7693, 7744, 7783 y 7832, registro contable del auxiliar ajustado, por valor de $21.005.000 y certificado de revisor fiscal, para demostrar que la Administración incurrió en una doble adición de ingresos al confundir este Hospital con el Hospital Fontibón II Nivel.
Respecto de los ingresos adicionados de GRANAHORRAR, además de lo expuesto en el recurso de reconsideración y de las pruebas aportadas, y lo que podrá ser verificado en la prueba contable que se practique en el proceso, se adjunta certificado de retención expedido por esa entidad financiera por $20.181.000, que corresponde al total de los ingresos por servicios y que, al compararlos con los causados y contabilizados por valor de $18.516.000, arroja una diferencia de $1.665.000, que corresponde a la factura 10850 que, por error, se digitó con el NIT 860.046.399.
En cuanto a los ingresos recibidos de la Caja Agraria, solicitó un peritazgo en el que se constate que la factura 712 corresponde a un ingreso por un servicio que se prestó, se causó, se contabilizó y se declaró en el año 1996. La inspección sobre los libros, cruces con terceros y otras pruebas presentadas no fueron consideradas, con lo cual la Administración violó el derecho de defensa y el debido proceso del contribuyente.
En relación con los ingresos de Boyacá Motors, la Administración se apoyó en lo dicho por el liquidador de esa sociedad, que expresó que los pagos de intereses por $13.619.582, por el año gravable 1996, a favor de COBASEC LTDA, no fueron causados en el año 1996 sino que se causaron y pagaron en el año 1997, con lo cual se observa que los pagos corresponden al año 1996, pero si Boyacá Motors S.A. los pagó en el año 1997 pero hizo la retención en ese año es un error atribuíble a ese retenedor.

En lo atinente a los ingresos de ELKOMETAL, el mayor valor que la Administración pretende adicionar por servicios, que nunca fueron prestados a esa sociedad en el año 1997. Las pruebas aportadas, a pesar de ser conducentes, útiles y pertinentes no fueron evaluadas ni analizadas, con ellas se pretendía verificar los cruces de información sobre libros y papeles de las empresas, con lo cual se quebrantó el artículo 684 del Estatuto Tributario.
En cuanto al rechazo de las deducciones por salarios y prestaciones sociales, el funcionario simplemente afirma que las diferencias fueron constatadas por la contadora de la demandante y en la diferencia en la sumatoria global de deducciones contabilizadas frente a los balances consolidados que se pusieron a disposición de la comisión visitadora. 
La administración -de manera abstracta y general- rechaza o desconoce la deducción por salarios y prestaciones sin identificar o precisar los rubros específicos, solo el valor rechazado, lo cual hace imposible que la actora controvierta la posición de la demandada.
El rechazo de la deducción de salarios y prestaciones se sustentó en que algunas planillas de autoliquidación mensual de aportes, no tienen ningún sello de presentación y pago en el banco. Sin embargo, tal argumento no puede aceptarse, porque con el mismo cheque se pagaron aportes parafiscales de diferentes períodos, entre ellos, el del año 1997, situación que no se opone al principio de causación contable y no le resta valor probatorio a las pruebas aportadas, como la certificación de revisor fiscal, los cuadros demostrativos y la verificación en los libros y soportes de la empresa.
Al haberse desvirtuado el mayor impuesto determinado oficialmente y, en consecuencia, desaparecido el supuesto de hecho que originó la determinación oficial del tributo, no procede tampoco la imposición de la sanción por inexactitud, teniendo en cuenta que las adiciones de ingresos o rechazos de costos y deducciones no tienen fundamento en maniobras fraudulentas o actuaciones de mala fe del contribuyente.

OPOSICIÓN

La DIAN se opuso a las pretensiones de la demanda, con confusos argumentos que la Sala procede a resumir así:
La pretendida nulidad de la liquidación oficial de revisión por el supuesto error en el número de la liquidación privada objeto de modificación, carece de sustento porque los valores que se modifican coinciden totalmente con los de la declaración de corrección. Si se revisa cada uno de los numerales del artículo 730 del Estatuto Tributario, que se refiere a las causales de nulidad, no se vislumbra que se configure alguna por el motivo expuesto por la demandante. 
Sobre la factura 745 que se anexó con ocasión del recurso de reconsideración, la Administración señaló en la resolución que decidió el recurso, que es una fotocopia sin autenticar y no aparece anotación de ciudad y fecha, que, además, la papelería utilizada es de la agencia de Yopal- Casanare, mientras que CITEP es una empresa de Bogotá. 

Al analizar la factura 745, se encuentra que en el certificado de retención en la fuente, el agente retenedor incluyó como base de retención el valor de esa factura, $4.263.751, la cual, de acuerdo con los registros contables de COBASEC, corresponde a los ingresos del año 1996. 
El artículo 744 del Estatuto Tributario, en concordancia con el 123 del Decreto 2649 de 1993, exige que los hechos económicos deben documentarse mediante soportes de orden interno o externo, debidamente fechados y autorizados por quienes los elaboran o intervienen en ellos. Desde el punto de vista fiscal, los libros de contabilidad del contribuyente constituyen medio de prueba a su favor, siempre que se lleven en debida forma.
La legislación tributaria, en los artículos 767 y 768, se refiere a los documentos privados como prueba y dice que la fecha cierta o auténtica de ellos corresponde a aquella en que han sido registrados o presentados ante notario, juez o autoridad administrativa, siempre que lleven la constancia y fecha de presentación. Los certificados de retención, tomados como soporte en la inconsistencia con CITEP, cumplen con los requisitos establecidos en la norma mencionada, de tal manera que se demuestra que fueron expedidos a COBASEC LTDA por el año gravable 1997. 
Del cruce de los certificados de retención en la fuente, se encontró diferencia entre el valor declarado y la base objeto de la correspondiente retención, ya que se determinó que en 24 casos los ingresos certificados por los agentes retenedores por el año gravable 1997 resultaron mayores a los registrados por la sociedad en la declaración de renta por valor de $141.856.990.

En cuanto a las facturas 7658, 7691, 7742, 7781 y 7816 presentadas por Cobasec, la Administración demostró y comprobó que éstas corresponden a diferentes entidades, así: Hospital Fontibón Nivel II, Hospital Fontibón Nivel I y Asociación de Usuarios Prog. H.C.B. Frente a lo alegado respecto del Hospital San Pablo Fontibón, la demandante no relacionó en el certificado de ingresos el NIT que le corresponde. 
Sobre la factura de la Caja Agraria, el ingreso fue causado en el año 1996 y si se observa el certificado del revisor fiscal también aparece que fue causado y registrado en el año 1996. (sic)
En cuanto al certificado expedido por Boyacá Motors, en el memorial del recurso de reconsideración se dice que COBASEC no prestó servicios a ésta empresa, que los ingresos se generaron por rendimientos financieros y no por servicios y en la demanda se refiere a pagos que corresponden al año 1996 y el investigado es el de 1997. Asimismo, el certificado expedido por el liquidador de la empresa Boyacá Motors S.A. certifica que los pagos por intereses por $13.519.682 correspondientes al año gravable 1996, se causaron y pagaron en el año 1997, efectuando la retención en este año. 
En lo que se refiere a ELKOMETAL, la sociedad Minero y Ferroaleaciones de Colombia canceló su matrícula mercantil el 17 de diciembre de 1996 y reposa un certificado expedido por Electrometalurgia Ltda., lo que quiere decir que existe prueba documental y que se tuvo en cuenta al resolver el recurso de reconsideración.

Sobre el rechazo de las deducciones por salarios y prestaciones, no es cierto que no se identifican los rubros y que solo se precisa el valor que pretende rechazar, ya que los rechazos efectuados obedecieron a la diferencia en la sumatoria global de las deducciones contabilizadas frente a los balances consolidados que se pusieron a disposición de la comisión visitadora; sin embargo, con ocasión del recurso se allegó certificación de revisor fiscal y se aceptó la deducción por $32.659.002. 
SENTENCIA APELADA

El Tribunal Administrativo de Boyacá negó las pretensiones de la demanda, con fundamento en lo siguiente:  
En cuanto a la identificación de la liquidación privada modificada por la administración tributaria, estimó el a quo que este argumento se contradice con el hecho de que la demandante logró hacer una defensa adecuada de sus intereses al identificar correctamente la declaración que se modificaba, desde la primera etapa de la vía gubernativa hasta la vía jurisdiccional, lo cual le permitió pronunciarse sobre las glosas objeto de modificación correspondientes al año gravable 1997. Agregó que son múltiples las razones que evidencian que la actora, desde el comienzo, sabía a ciencia cierta cuál era el año gravable y la declaración que la demandada pretendía modificar.
Sobre los ingresos adicionados de CITEP LTDA., por disposición del Decreto 2649 de 1993 y los artículos 27 y 28 del Estatuto Tributario, los contribuyentes que lleven contabilidad por el sistema de causación como el que lleva la actora, deben registrar y contabilizar los ingresos y demás operaciones en el momento en que surja la obligación o el derecho, independientemente de cuándo se hace el pago o se extingue la obligación.
El servicio que se prestó a CITEP LTDA., con cargo a la factura expedida, se causó en el año 1997, es decir que la obligación a cargo de esta sociedad y el derecho a favor de COBASEC LTDA. surgió en este año y el certificado de ingresos y retenciones es confirmatorio de tal hecho, máxime si se observa que la factura con la que la actora pretendía desvirtuar esta situación no indica la fecha de su expedición, de manera que, tanto la liquidación oficial de revisión como la resolución que resolvió el recurso de reconsideración, consultaron en forma adecuada la legislación y la realidad económica.
En cuanto a los ingresos del Hospital Fontibón II Nivel y al Hospital San Pablo de Fontibón I Nivel, el NIT había quedado mal digitado en las facturas que fueron adicionadas por la administración tributaria, ese solo hecho no tiene incidencia en una posible doble adición de ingresos, porque el ingreso se realizó efectivamente. Las facturas 7648, 7693, 7744, 7783 y 7832 son del año 1997, corresponden a ingresos provenientes del Hospital San Pablo de Fontibón I Nivel, quedando desvirtuada la afirmación que hiciera la actora, en el sentido de que estas corresponden a ingresos provenientes del Hospital de Fontibón II Nivel, conforme a lo cual la base gravable del impuesto de renta se determinó en debida forma, porque la Administración tuvo en cuenta los certificados de ingresos y retenciones en los que se establecieron correctamente los valores percibidos.
En cuanto a la diferencia con el ingreso proveniente de GRANAHORRAR por prestación de servicios de aseo y vigilancia, por $1.665.235, la demandante pretende justificarla con un recibo de caja por un valor inferior al consignado en el certificado de ingresos y retenciones emitido por la entidad bancaria, que tampoco cumple con los requisitos que exige el artículo 617 del Estatuto Tributario para toda clase de facturas.
Respecto a la efectiva causación y realización de ingresos recibidos de la Caja Agraria, Boyacá Motors y Elkometal, el a quo precisó que  corresponden al período gravable 1997, por lo que debieron ser incluídos dentro de la liquidación del impuesto sobre la renta y complementarios de dicho año. De acuerdo con los respectivos certificados de ingresos y retenciones, hay evidencia del vínculo económico de la actora con esas sociedades y que los servicios fueron prestados en el año 1997.
Sobre el rechazo de la deducción por salarios y prestaciones sociales por $105.042.000, de conformidad con los artículos 104 y 108 del Estatuto Tributario, las deducciones se entienden realizadas cuando se pagan efectivamente en dinero o en especie o cuando su exigibilidad termine por cualquier otro modo que equivalga a un pago. Así, respecto de las deducciones por salarios y aportes parafiscales, la aceptación depende del pago efectivo que se realice a las entidades encargadas de su administración y control por las sumas totales relativas a las cargas laborales, sean determinadas en forma individual o colectiva.
Al resolver el recurso de reconsideración se tuvo en cuenta el certificado del revisor fiscal, pero al no lograrse probar y justificar la diferencia entre la suma global y los porcentajes individuales para el cálculo de los aportes y prestaciones, la Administración confirmó el rechazo del remanente de la deducción, procedimiento que no es contrario a sus facultades de investigación y fiscalización.
En cuanto a la sanción por inexactitud, el Tribunal concluyó que es la consecuencia prevista en el artículo 647 del Estatuto Tributario, ya que la liquidación privada no se ajusta a la realidad económica del contribuyente por encontrarse disparidad entre los valores declarados y los determinados, que no logró ser justificada por el contribuyente.
RECURSO DE APELACIÓN

La demandante manifestó su inconformidad con el fallo apelado en los siguientes términos.
La sentencia se contrae a refrendar en su integridad las razones que expone el ente fiscalizador, a través del mero cotejo de las normas legales de carácter tributario frente a los supuestos de hecho en que se apoya la Administración en el acto administrativo, sin que se analicen de fondo los argumentos expuestos por la actora y sin que se valoren las pruebas aportadas, de acuerdo con las reglas de la sana crítica.

La Administración no procedió a identificar de manera que ofreciera certeza al contribuyente cuál era la liquidación privada que se proponía modificar y a qué período exacto correspondía, por cuanto los datos de identificación del acto administrativo de liquidación no corresponden o no coinciden con los del anexo explicativo. Lo anterior constituye irregularidad con alcance de nulidad del acto administrativo, ya que se pretende modificar la liquidación privada del año gravable 1997 con número 2071001069954, lo cual rompe el principio de seguridad jurídica, en cuanto no se tiene certeza de cuál es la liquidación privada que se pretende modificar.
Respecto de la adición de ingresos, COBASEC LTDA., en estricto cumplimiento del artículo 48 del Decreto 2649 de 1993, registró en el año 1996 el importe de las facturas emitidas en dicho período, las cuales hacen parte de la declaración privada de ese año, razón por la cual no podrían nuevamente hacer parte de la liquidación privada de 1997, como lo pretende la Administración. La actuación de los terceros con quienes la empresa desarrolla o tiene actividades, es una situación imprevisible e imposible de controlar por parte de la actora y constituye una carga adicional no prevista en las normas mercantiles o de orden fiscal – tributario.
Sobre los ingresos de CITEP LTDA., se ignoró o dejó de apreciarse el dictamen rendido por el auxiliar de la justicia,  que manifestó que la actora llevaba la contabilidad basada en los principios de contabilidad generalmente aceptados, verificados los libros auxiliares donde se registraron las facturas de ventas por el año 1997. De acuerdo con los artículos 772 y 774 del Estatuto Tributario, los libros llevados en debida forma constituyen prueba suficiente a favor del contribuyente, hecho que no fue desvirtuado por la administración tributaria.
El artículo 51 del Código de Comercio señala que hacen parte integral de la contabilidad, todos los comprobantes que sirven de respaldo a las partidas asentadas en los libros. El artículo 258 del Código de Procedimiento Civil establece el principio de indivisibilidad de la contabilidad y constituye un todo, circunstancia que se evidenció de manera fehaciente con la prueba pericial que no fue desvirtuada por la Administración.
Se pretende desconocer la factura 745, respaldada en los libros de contabilidad y en la certificación del revisor fiscal, por cuanto se afirma que no tiene la fecha y la ciudad, requisitos que exigen la DIAN y el Tribunal, pero que solo serian válidos si se tratara de comprobar la existencia de costos, deducciones o impuestos descontables, pero en este caso sucedió lo contrario, existió un ingreso para el contribuyente en el año 1996, cuando efectivamente se causó y no en el año 1997.
Lo más grave y violatorio de los derechos del contribuyente es que con base en esa precaria consideración, además de adicionar un mayor valor del impuesto, se impone la más gravosa de las sanciones, la de inexactitud del 160% como si se tratara de una defraudación al fisco o de maniobras fraudulentas. Cabe preguntarse si la Administración garantizó los principios de equidad y justicia tributaria para una correcta determinación del impuesto y su actuación no implica un doble gravamen.
La doble adición de ingresos que pretende la Administración fue producto de un error meramente formal o de digitación al confundir lo facturado por el Hospital San Pablo de Fontibón Nivel I con el Hospital de Fontibón Nivel II, en las facturas 7648, 7693, 7744, 7783 y 7832. El auxiliar de la justicia en su experticia y aclaración es categórico en afirmar que fue un error al momento de digitar un número de NIT.
En lo que concierne con GRANAHORRAR LTDA., lo que pretende la Administración. y que fue avalado en la sentencia, quedó desvirtuado con los libros de la empresa COBASEC LTDA. que, como lo certificó el auxiliar de la justicia, están llevados en debida forma y no se omitió ingreso alguno, sino que la suma de $1.655.000 se contabilizó por un error meramente formal con otro NIT. Los requisitos del artículo 617 del Estatuto Tributario serían exigencia en el caso de que se pretendieran justificar costos o deducciones más no un ingreso.
En cuanto a los ingresos adicionados de la Caja Agraria, Boyacá Motors S.A. y Elkometal Ltda, la sentencia, de manera simplista, ratifica la actuación de la DIAN al adicionar un mayor valor por $13.520.000 por concepto de servicios supuestamente prestados por COBASEC LTDA. Tal como se demostró, los ingresos obtenidos de Boyacá Motors fueron rendimientos financieros y no servicios, como lo afirma el auxiliar de la justicia en el experticio.
El caso de Elkometal es un típico caso de doble gravamen sobre un mismo ingreso, lo cual conlleva un enriquecimiento injustificado para la DIAN y el consecuente empobrecimiento para COBASEC  LTDA. La demandada quebrantó el principio de equidad y desconoció el artículo 684 del Estatuto Tributario sobre la perentoria obligación de adelantar todas las gestiones necesarias para la correcta determinación de los tributos.
No es posible que un ingreso por $17.275.410 pueda haber sido facturado a dos empresas diferentes, por el mismo concepto y exactamente por el mismo período gravable. Que por un error de la empresa Sociedad Minera y Ferroaleaciones se haya expedido un certificado de retención en la fuente en la papelería de Elkometal no da lugar a la adición de un ingreso por igual valor al declarado por COBASEC LTDA. Ni la administración ni el Tribunal Administrativo hicieron el menor análisis para verificar las facturas expedidas por COBASEC a nombre de la sociedad Minera y Ferroaleaciones, por un valor exactamente igual, las cuales se anexaron con ocasión del recurso de reconsideración.
Sobre el rechazo de la deducción por salarios y prestaciones, el error es de la DIAN al pretender desconocer esta deducción, sin identificar los rubros ni expresar los fundamentos de su rechazo, como es su deber, para garantizar el derecho a una adecuada defensa por el contribuyente, lo que conlleva un imposible jurídico y material para el contribuyente, al no tener precisión sobre qué aspecto debe entrar a cuestionar o desvirtuar.
Desvirtuada la procedencia de los mayores ingresos o menores costos o deducciones, desaparece el supuesto de hecho que sirve de base para la determinación de mayores valores y, por ende, de la sanción por inexactitud. 

ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

La demandante no presentó alegatos en esta instancia.

La demandada afirma que no se configura nulidad de la liquidación oficial de revisión, pues si bien al inicio del texto en la liquidación oficial se indica el número de la declaración presentada el 3 de junio de 1998, en las páginas primera y undécima del anexo de la misma, de manera clara y expresa se alude a la modificación de la declaración del 8 de febrero de 2001, en la cual aceptó parcialmente algunos hechos.
Sobre la factura aportada N° 475, emitida a CITEP LTDA. no presta mérito probatorio, de un lado, por carecer de ciudad y fecha –que están en blanco y, de otro, porque figura en papelería de Yopal cuando el cliente es de Bogotá. Tales hechos son contradictorios, no permiten su admisibilidad, además, por ser aportada en fotocopia simple.
En cuanto a los ingresos de los clientes Hospital Fontibón II nivel y Hospital San Pablo de Fontibón I nivel, no existe el simple error formal del número del NIT como alude la actora, sino la omisión de los ingresos que, como lo señala el a quo, corresponden al año gravable 1997. Sobre los ingresos de la Caja Agraria, Boyacá Motors y Elkometal Ltda., está probado que corresponden al año gravable 1997, a los cuales le son aplicables las normas sobre realización y causación regladas en los artículos 27 y 28 del Estatuto Tributario.
El rechazo de los salarios y prestaciones fueron corroborados por la contadora de la empresa. El monto rechazado de $105.042.000 procede también por no acreditarse el pago de los respectivos aportes parafiscales, contraviniendo lo previsto en el artículo 108 del Estatuto Tributario.
La certificación del revisor fiscal no cumple los requisitos legales para ser admisible como prueba contable regulada en el artículo 777 del Estatuto Tributario, al no contemplar los requisitos señalados en la jurisprudencia y al no indicar los comprobantes de carácter interno y externo que soportan las operaciones y omite señalar las cuentas PUC y los registros contables.

El Ministerio Público guardó silencio.

CONSIDERACIONES DE LA SALA
Corresponde a la Sala decidir la legalidad de los actos demandados, por medio de los cuales la Administración modificó la liquidación privada del impuesto de renta correspondiente al año gravable 1997, presentada por COBASEC LTDA.

En los términos del recurso de apelación, los argumentos de la demandante se contraen a discutir la legalidad de la actuación acusada, con fundamento en lo siguiente:

1) Indebida identificación de la liquidación privada que se pretendía modificar con la liquidación oficial de revisión demandada.

2) Procedibilidad de las glosas por: i) adición de ingresos por servicios, ii) adición de ingresos por rendimientos financieros, iii) rechazo de costos y deducciones y iv) sanción por inexactitud.
1) Identificación de la liquidación privada objeto de modificación en la liquidación oficial de revisión
Como se expuso en el acápite de antecedentes de esta providencia, la demandante presentó la declaración de renta por el año gravable 1997, el 27 de mayo de 1998, en el formulario identificado con el número 513368011 y sticker 5191905001573-6.

El 28 de febrero de 2001 y con ocasión de la respuesta del requerimiento especial, la actora presentó declaración de corrección en el formulario 987010146880 y sticker 0161602056368-6.
La Sala advierte que en la primera página de la Liquidación Oficial de Revisión del 10 de mayo de 2001, objeto de demanda, el funcionario que suscribió el acto administrativo indicó que: «(…) con base en el memorando explicativo de las razones en que se sustenta el cual forma parte de la presente Liquidación Oficial de Revisión, se propone modificar la liquidación privada correspondiente al impuesto de renta 2071001069954 de junio 3 de 1998, la cuantificación de los impuestos, anticipos, retenciones y sanciones así: (…)»
.
Como lo afirma el recurrente, la liquidación privada que dijo el funcionario modificar por medio de la liquidación oficial de revisión demandada no corresponde ni a la fecha ni al número de las declaraciones privadas del impuesto de renta del año gravable 1997 presentadas por la demandante. 
Sin embargo, la Sala advierte que tal error es simplemente formal y no afectó el debido proceso y el derecho de defensa del contribuyente, como lo manifiesta el recurrente, toda vez que revisado en su integridad el anexo explicativo de la liquidación oficial, este inicia por indicar que el acto «modificará la liquidación privada 0161602056368-6, Renta 97, corrección presentada con ocasión a la respuesta del Requerimiento Especial»
. 
Igualmente se advierte que al estudiar cada una de las glosas, la Administración hizo referencia expresa a los valores aceptados en la declaración de corrección, la cual además identificó con el número correcto y, al momento de concluir las explicaciones de la modificación, la Administración señaló lo siguiente: «Por lo expuesto anteriormente, este Despacho modifica la liquidación privada #0161602056368-6 presentada el 28-02-01 (…), impuesto de Renta año gravable 1.997, en los siguientes renglones(…)»
.

Por lo anterior, contrario a lo señalado por el demandante, existía plena certeza en cuanto a la declaración que la Administración pretendía corregir, lo que permitió a la contribuyente ejercer adecuadamente su derecho de defensa, razón por la cual, no procede la nulidad invocada por este hecho.
2) Modificaciones propuestas por la Administración
i) Adición de ingresos

En el requerimiento especial, la DIAN precisó que en la visita de fiscalización realizada a la demandante se estableció que la mayoría de los ingresos del año gravable 1997, fueron obtenidos de entidades o sociedades con la calidad de agentes de retención, por lo que al cruzar los certificados de retención en la fuente expedidos por terceros con los ingresos declarados por la actora, se encontró en 24 casos una diferencia con los ingresos certificados por los agentes retenedores, de los cuales, en virtud de la aceptación parcial de las glosas por parte de la demandante y de los actos demandados, se mantuvo la adición de ingresos respecto de algunos clientes a los que COBASEC prestó sus servicios
 y que la Sala procede a analizar.
· CITEP LTDA. ($4.263.750)
En el requerimiento especial, la DIAN indicó que según la contabilidad de la demandante, los ingresos obtenidos de CITEP fueron de $13.820.232, pero según el certificado de retención en la fuente expedido por CITEP
, los ingresos facturados a la demandante en el año gravable 1997 fueron de $22.347.900 respecto de los cuales se practicó una retención de $446.958. Con base en lo anterior, la Administración adicionó inicialmente la diferencia de $8.527.000, pero con la respuesta al requerimiento se desvirtuaron en parte los mayores ingresos adicionados por valor de  $4.264.000, por cuanto se allegaron las facturas Nos. 512, 518 y 525 que sustentaron dichos ingresos en el año gravable 1996 y así se reconoció en la liquidación oficial de revisión
.
Al resolver el recurso de reconsideración, la Administración mantuvo la adición por la diferencia, esto es, por la suma de $4.263.750, pues a pesar de que la demandante sustentó el ingreso con la factura número 745 y que dijo sustentaba este ingreso para el año gravable 1996, para la DIAN la factura que se dijo fue aportada con el recurso, fue presentada en fotocopia sin autenticar, no tiene consignada la ciudad ni la fecha y fue expedida en papelería de la contribuyente de la agencia Yopal-Casanare, a pesar de que el domicilio principal de CITEP era Bogotá
.

No obstante lo anterior, la Sala observa que revisado el expediente no obra la factura 745 que menciona la DIAN en la liquidación oficial y en la resolución que resolvió el recurso y que hace parte de los argumentos de la apelación. 

Ahora bien, en el dictamen pericial se indica que: «Verificados los libros auxiliares y en especial donde se registraron las facturas de ventas por el año 1997 se pudo establecer que la factura No. 745, fue aparentemente expedida por COBASEC LTDA. a nombre de CITEP LTDA, NIT 4178475, por concepto de cobro de servicio de vigilancia prestado por los meses de julio, agosto y septiembre de 1996, por valor de CUATRO MILLONES CIENTO SETENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS MONEDA LEGAL COLOMBIANA ($4.178.475.00), de la cual solo aparece un recibo de caja con serial No. 0318 con NIT 4178475, registrado en la ciudad de Tunja con fecha febrero 26 de 1997, de lo cual podemos evidenciar que este soporte NO CUMPLE CON LO ESTABLECIDO EN EL ESTATUTO TRIBUTARIO, NI CON EL VALOR REAL REGISTRADO POR COBASEC LTDA E IGUALMENTE CON CONCUERDA (sic) CON EL VERDADERO NIT REGISTRADO EN LA OFICIA DE IMPUESTOS NACIONALES DEL CUAL EL VERDADERO NIT ES 860027924 (…)»
. (Negrillas y subrayas fuera de texto)
El apoderado de la demandante solicitó aclaración respecto de este punto del dictamen para indicar que «el original de esta factura se encontraba en poder de la empresa CITEP LTDA», además precisó que el perito había confundido el NIT de CITEP con el valor de la consignación
. En la respuesta a la solicitud de aclaración, el perito afirmó que «Verificados los libros auxiliares y en especial donde se registraron las facturas de ventas por el año 1997 se pudo establecer que la factura No. 745, fue expedida por COBASEC LTDA. a nombre de CITEP LTDA, por concepto de cobro de servicio de vigilancia prestado por los meses de julio, agosto y septiembre de 1996, por valor de CUATRO MILLONES CIENTO SETENTA Y OCHO MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y CINCO PESOS MONEDA LEGAL COLOMBIANA ($4.178.475.00), de la cual fue aportado por la Gerencia de COBASEC LTDA. de Bogotá el recibo de caja con serial No. 0318 con NIT 4178475, registrado en la ciudad de Tunja con fecha febrero 26 de 1997, (…)»
.
En esas condiciones, la Sala observa que el dictamen pericial tampoco ofrece certeza sobre la verificación física de la factura 745, que la demandante afirmó estaba en poder de la empresa y que no se aporta al proceso, pues el perito se limita a afirmar que la factura figura en los libros auxiliares donde se registraron las facturas de ventas por el año 1997.  
En suma, de las pruebas aportadas sobre la adición de ingresos por el servicio de vigilancia prestado a CITEP, obran las siguientes:

· Fotocopia de un Recibo de Caja No. 0318 del 26 de febrero de 1997, por valor de $4.178.475
 en el que se consigna en la casilla correspondiente al Concepto, lo siguiente: «Servicio de vigilancia correspondiente a los meses de julio, agosto y septiembre de/96, según factura No. 745». (Se resalta)

· Fotocopia de un recibo de consignación expedido por una “Caja instantánea” de BANCOQUIA, del 26 de febrero de 1997, por valor de $4.178.475
.
· Certificado de revisor fiscal de COBASEC LTDA que, en la parte pertinente a los ingresos adicionados de CITEP LTDA., señala lo siguiente:

«3. Que una vez verificados los libros auxiliares y en especial donde se registran las facturas de ventas por el año 1997 se pudo establecer que la factura 745, fue expedida por Cobasec Limitada a nombre de CITEP para formalizar el cobro del servicio de vigilancia prestado por los meses de Octubre, Noviembre y Diciembre de 1996 por valor de $4.264.000, importe que fue causado como un ingreso según el artículo 12 y 47 del decreto 2649 de 1993, igualmente declarado fiscalmente de acuerdo con lo previsto con el artículo 89 del E.T.»
. (Se resalta)
Así, de las pruebas se colige que son un indicio que dicho pago corresponde a la factura 745 expedida por los servicios de vigilancia de los meses de julio, agosto y septiembre de 1996 por valor mensual de $1.421.250.

Sin embargo, llama la atención de la Sección que igualmente obran en el expediente las facturas 512, 518 y 525 expedidas por COBASEC LTDA a CITEP LTDA
 por el servicio de vigilancia de los meses de julio, agosto y septiembre de 1996, por un valor individual de $ 1.421.250 para un total de $4.263.750, valor que si bien coincide con el valor discutido de la factura 745, soporte éste último que no aparece en el expediente, las mencionadas facturas, como se advirtió, ya habían sido aceptadas en sede administrativa para desvirtuar parte de los ingresos adicionados por CITEP. 
De las pruebas antes reseñadas, a juicio de la Sala surge una incongruencia pues según el recibo de caja No. 318, el pago de la factura 745 corresponde a los meses de julio, agosto y septiembre de 1996, sin embargo, el certificado del revisor fiscal afirma que corresponde a los meses de octubre, noviembre y diciembre de 1996.
La anterior inconsistencia en cuanto al contenido de la factura 745, aunado al hecho de que no obra en el expediente, conduce a concluir que no existe certeza en cuanto al valor, fecha y contenido de la factura en controversia, además de que, según lo verificado por el perito en el dictamen pericial, esta factura aparece registrada en los ingresos del año gravable 1997. 
En cuanto al argumento de la demandante, según el cual los requisitos de fecha y ciudad que la DIAN dijo que no aparecían en la factura 745 del año 1996, solamente son exigibles para acreditar costos y deducciones, más no para demostrar ingresos, la Sala observa que en este caso no se trata de exigir los requisitos del artículo 771-2 del Estatuto Tributario, sino de tener certeza sobre el lugar y fecha de expedición de la factura de venta para establecer en qué año debió causarse e incluirse el ingreso en la declaración de renta. No prospera el cargo.
Ingresos de los Hospitales Fontibón II Nivel y San Pablo Fontibón I Nivel por $20.302.136
En el requerimiento especial, la DIAN indicó las diferencias encontradas entre los ingresos según la contabilidad de la actora y los ingresos certificados, respecto de estos dos hospitales, así:

	CLIENTE
	INGRESOS

S/N CONTABILIDAD
	INGRESOS CERTIFICADOS
	RETENCIÓN
	DIFERENCIA DE INGRESOS


	Hospital de Fontibón II Nivel
	$2.302.928
	$4.234.450
	$84.689
	$1.931.522

	Hospital San Pablo Fontibón I Nivel 
	$1.634.336
	$21.004.950
	$420.099
	$19.370.614


En cuanto a la diferencia de ingresos del Hospital de Fontibón Nivel II ($1.931.522), la actora explicó, con ocasión del recurso de reconsideración, que en la declaración de corrección presentada con la respuesta al requerimiento especial había aceptado incluir la suma de $297.000 en el renglón 34 y el valor restante de $1.634.000, corresponde a ingresos que por error fueron contabilizados con el NIT 800.223.422, soportados en las facturas números: 7658, 7691, 7742, 7781 y 7816 del año 1997
. Al decidir el recurso, la Administración mantuvo la glosa porque la demandante no demostró que realmente esos ingresos hayan sido incluidos en la declaración del año gravable 1997.
En relación con los ingresos del Hospital San Pablo Fontibón Nivel I, la demandante sostuvo en el recurso de reconsideración que estos ingresos habían sido contabilizados y declarados en el año gravable 1997, para lo cual aportó las facturas que soportaban los ingresos y un certificado de revisor fiscal. 

La actora ha insistido ante esta jurisdicción en el error de digitación en el NIT y en que la DIAN pretende gravar doblemente los ingresos de ambos Hospitales, pues ya están incluidos en la declaración de renta. 
Pues bien, en el expediente obran las facturas expedidas por la actora al Hospital Fontibón, sin que se especifique si corresponden al Hospital San Pablo Fontibón Nivel I o al Hospital de Fontibón Nivel II, pero por la sumatoria se deduce que con estas facturas se pretende soportar los mayores valores de ingresos correspondientes al Hospital de Fontibón Nivel II, así
:

	Fecha
	NIT
	N° Factura
	Concepto
	Valor

	Agosto 30/97
	800.223.422-8
	7658
	Servicio vigilancia- agosto /97
	$371.440

	Septiembre 30/97
	800.223.422-8
	7691
	Servicio vigilancia-septiembre/97
	$297.152

	Octubre 31/97
	800.223.422-8
	7742
	Servicio vigilancia  octubre/97
	$297.152

	Noviembre 30 /97
	800.223.422.8
	7781
	Servicio vigilancia noviembre/97
	$371.440

	Diciembre 30/97
	800.223.422-8
	7816
	Servicio vigilancia diciembre /97
	$297.152

	
	
	
	TOTAL
	$1.634.336


El dictamen pericial practicado en primera instancia señala lo siguiente
: «Verificadas las facturas (…) se pudo evidenciar y comprobar que las facturas Nos. 7658, 7691, 7742,  7781 y 7816 del consecutivo del año 1997 fueron expedidas por COBASEC, a nombre del HOSPITAL FONTIBON DE NIVEL II, aparecen registrados a nombre de dicha entidad, es de aclarar que efectivamente se presentó un error en el momento de la digitación del respectivo NIT»
. 

También obran las facturas expedidas al “Hospital San Pablo”, que se entiende corresponden a los ingresos facturados al Hospital San Pablo Fontibón Nivel I, así:

	Fecha
	NIT
	N° Factura
	Concepto
	Valor

	Agosto 30/97
	800.231.631-0
	7648
	Servicio vigilancia- agosto /97
	2.893.760

	Septiembre 30/97
	800.231-631-0
	7693
	Servicio vigilancia-septiembre/97
	4.411.549

	Octubre 31/97
	800.231.631-0
	7744
	Servicio vigilancia – octubre/97
	4.740.662

	Noviembre 30 /97
	800.231.631-0
	7783
	Servicio vigilancia noviembre/97
	4.100.305

	Diciembre 30/97
	800.231.631-0
	7832
	Servicio vigilancia diciembre /97
	4.858.659

	
	
	
	TOTAL
	21.004.935


El dictamen pericial practicado en primera instancia señala lo siguiente
: «Verificadas las facturas (…) se pudo comprobar que las facturas Nos. 7648, 7693, 7744, 7783 y 7832 fueron expedidas por COBASEC, a nombre del HOSPITAL SAN PABLO DE FONTIBON DE  I NIVEL, bajo el NIT No. 800231631-0»
. 

Lo anterior evidencia que en el dictamen pericial la confrontación se limitó a verificar lo consignado en las facturas, pero no precisa si de la revisión de la contabilidad de la demandante se pudo establecer que esos ingresos fueron incluidos en la declaración del año gravable 1997, que es el aspecto concreto por el cual la Administración mantuvo la adición de ingresos.
La demandante aportó un certificado de revisor fiscal en el que se señala, respecto de las facturas expedidas al Hospital Fontibón II Nivel y al Hospital San Pablo Fontibón I Nivel, lo siguiente: 

«4. Verificados los libros auxiliares de ventas y cartera por el año 1997, se pudo comprobar que las facturas 7658, 7691, 7742, 7781 y 7816 fueron expedidas por COBASEC Limitada a nombre del cliente HOSPITAL FONTIBON, aparecen registradas a nombre de esa entidad con el NIT 800.223.422-8 cuando su identificación verdadero (sic) es el NIT 800.223.432-8.

5. Verificados los libros auxiliares de ventas, cartera y su respectivo soporte por el año 1997, se pudo comprobar que las facturas 7648, 7693, 7744, 7793 y 7832 fueron expedidas por Cobasec Limitada a nombre del cliente HOSPITAL SAN PABLO FONTIBON I NIVEL, con NIT 800.231.631.0»
.

A juicio de la Sala, dicho certificado no podría constituir plena prueba pues no logra el convencimiento del hecho que se pretende probar, esto es, si los ingresos cuestionados fueron declarados en el año gravable 1997. Esta Sección ha indicado frente a las certificaciones de contador público o revisor fiscal, lo siguiente:

«Así mismo, la Sala ha precisado que el carácter de prueba contable suficiente del certificado del contador o revisor fiscal se sujeta a que tenga algún grado de detalle en cuanto a los libros, cuentas o asientos correspondientes a los hechos que pretenden demostrarse. 

En consecuencia, el mérito probatorio que otorga la norma tributaria a los mencionados certificados no puede versar sobre las simples afirmaciones acerca de las operaciones contables de que los revisores fiscales o contadores dan cuenta, pues en su calidad de profesionales de las ciencias contables y responsables de la contabilidad o de la revisión y análisis de las operaciones de un ente social, están en capacidad de indicar los soportes, asientos y libros contables donde aparezcan registradas las afirmaciones vertidas en sus certificaciones
.»

En efecto, la certificación no explica con detalle la incidencia que tuvo el error de digitación en el NIT de las facturas del Hospital de Fontibón II Nivel, tampoco indica qué valor fue declarado en el año gravable 1997, esto es, si se declaró el total que aparece en el certificado de retención en la fuente. Lo anterior se hace extensivo al Hospital San Pablo Fontibón Nivel I, porque si bien se aportaron las facturas cuya sumatoria coincide con los ingresos certificados por este cliente, el certificado de revisor fiscal no ofrece claridad de si esos ingresos fueron incluidos en la declaración de renta cuestionada, aspectos que tampoco se aclaran con el dictamen pericial practicado. No prospera el cargo.
Ingresos de GRANAHORRAR por $1.665.235.
El apelante señala que la adición de ingresos, confirmada por el Tribunal, quedó desvirtuada ya que los libros de contabilidad se llevan en debida forma y que la suma de $1.655.000 se contabilizó por un error meramente formal con otro NIT. Agrega que los requisitos del artículo 617 del Estatuto Tributario serían exigibles en el caso de que se pretendiera justificar costos o deducciones más no para probar un ingreso.
El certificado del revisor fiscal afirma que verificados los libros auxiliares de ventas y cartera se evidenció que por el año 1997 se obtuvieron ingresos por servicios a GRANAHORRAR con NIT 860.034.133-8 por $1.665.235 según la factura 10850, pero que ésta quedó registrada contablemente bajo el NIT 860.046.399 que corresponde al cliente Minera y Ferroaleaciones de Colombia, lo que demuestra que se incurrió en un error de digitación al momento de registrar la mencionada factura.
En el expediente aparece el recibo de caja 8049 del 23 de abril de 1997 que da cuenta de un ingreso de GRANAHORRAR por un valor, antes de retención en la fuente, de $1.655.235 correspondiente a la factura 10850
. Igualmente fue aportado el certificado de retención en la fuente expedido por la entidad financiera a nombre de COBASEC LTDA., en el que consta que  los ingresos pagados durante el año gravable 1997 fueron de $20.180.687, valor que coincide con el planteado en el requerimiento especial en el que se adicionó $1.665.235 ya que el valor en libros era de $18.515.452
.

En este punto, al igual que en los anteriores, las pruebas documentales y contables aportadas por la actora son insuficientes para demostrar las afirmaciones de la apelante y del revisor fiscal, porque en el expediente no obra la factura que tuvo en cuenta la DIAN al decidir el recurso de reconsideración, razón por la cual no es posible determinar los requisitos de la misma. En el dictamen pericial también se aludió al recibo de caja 8049 como único soporte de este ingreso y en este punto el perito concluyó que ese recibo no cumple los requisitos del artículo 617 del Estatuto Tributario
. 
Además, la demandante no aportó una prueba contundente que permitiera tener la certeza de que el ingreso que por error fue contabilizado para la empresa Minera y Ferroaleaciones de Colombia, de todas formas fue incluido en la declaración de renta del año gravable 1997, aspectos que no fueron aclarados ni por el revisor fiscal ni en el dictamen pericial. No prospera el cargo.

Ingresos de la CAJA AGRARIA por $1.210.000

La apelante argumenta que el ingreso que se pretende adicionar por $1.210.000 corresponde a un ingreso causado, declarado y contabilizado en el año 1996 y se refiere a la factura aportada con ocasión del recurso de reconsideración. El certificado del revisor fiscal, por su parte, afirma que verificados los libros auxiliares de ventas y cartera, se comprobó que la “factura 712 por $1.210.000 sin fecha fue expedida a nombre de la CAJA AGRARIA con NIT 899.999.047 aparece contabilizada y declarada como ingreso en el año 1996”.
Respecto de la adición de este ingreso, la Sala advierte lo siguiente:

· Que en el requerimiento especial la Administración glosó la suma de $1.210.000, así
:

	CLIENTE
	INGRESOS

S/N CONTABILIDAD
	INGRESOS CERTIFICADOS
	RETENCIÓN
	DIFERENCIA DE INGRESOS


	CAJA AGRARIA
	14.520.000
	15.730.000
	315.600
	1.210.000


· En la respuesta al requerimiento especial la contribuyente allegó un cuadro en el que señala, frente a la adición de ingresos de la Caja Agraria, que la Factura 712 de diciembre de 1996 fue declarada en el año gravable 1996.
· En la Liquidación Oficial de Revisión, la Administración cambió los valores adicionados y cuestionados, pues al insistir en la glosa objeto de análisis simplemente la relacionó, así
:

	CLIENTE
	BASE 
	RETENCIÓN
	FOLIO
	ACEPTA DIAN


	CAJA AGRARIA
	12.995.000
	315.000
	539 A
	0


· Con ocasión del recurso de reconsideración, la demandante señaló: «El mayor valor pretendido por la DIAN es de $1.200.000. Los ingresos por el año gravable de 1997 percibidos por la Caja Agraria fueron causados, contabilizados y declarados en su totalidad. El valor adicionado por la Administración $1.210.000. corresponde al ingreso por la factura 712 que fue causado, contabilizado y declarado en el año 1996. Se anexa factura No. 712 de Diciembre de 1996 y cuadro de ingresos de 1996».
· Al resolver el recurso de reconsideración, la DIAN mantuvo la glosa porque: «la factura aportada carece de NIT, fecha de expedición y autenticación».
De lo anterior se advierte que la glosa fue inicialmente formulada por $1.200.000, con fundamento en unos ingresos supuestamente certificados de $15.730.000, sin embargo, revisado el certificado de retención en la fuente expedido por la Caja Agraria
, el valor pagado a la demandante en el año gravable 1997 fue de $12.995.400 y la retención en la fuente fue de $314.600, valores estos últimos que coinciden con los indicados en la Liquidación Oficial de Revisión y difieren de los inicialmente glosados en el requerimiento especial; no obstante, la demandante continuó su defensa para demostrar que el valor adicionado de $1.200.000 había sido declarado en el año gravable 1996, cuando en realidad la DIAN no sustentó en los actos demandados la diferencia encontrada con base en el valor certificado que obra en el proceso, ni aclaró la incongruencia entre los valores consignados en el requerimiento especial y la liquidación oficial de revisión.
En esas condiciones, la Sala advierte que la Administración condujo al contribuyente a desvirtuar un mayor valor de ingresos adicionados, que no corresponden a la realidad fáctica y probatoria en la que dijeron sustentarse los actos demandados para adicionar los ingresos correspondientes a la Caja Agraria, por tanto, ante la falta de claridad en la glosa formulada, lo cual afectó el derecho a la defensa y el debido proceso de la actora, se rechazará la adición de ingresos formulada por la DIAN por cuantía de $1.200.000. 
Ingresos de ELKOMETAL por $17.275.000
En el requerimiento especial, la DIAN adicionó ingresos por $17.275.000, con fundamento en el certificado de retención en la fuente expedido por ELECTROMETALÚRGICA LTDA. - ELKOMETAL LTDA. En la respuesta al requerimiento especial
, la demandante se opuso a la adición, indicando que existía un error en cuanto a este ingreso, porque «ELKOMETAL es el mismo Minera y Ferroaleaciones NIT 830.022.410 y 806.004.639 y que la Factura 10850 por valor de $1.665.235 de Granahorrar digitada por error en ELKOMETAL». También indicó que «Minera y Ferroaleaciones cambió de razón social por la de ELKOMETAL, para lo cual anexó Certificado de Cámara y Comercio». (Negrillas fuera de texto)
 
En la liquidación oficial de revisión, la DIAN insistió en la glosa por cuanto la demandante no aportó el certificado de retención de la sociedad MINERA y FERROALEACIONES
. En el recurso de reconsideración, la demandante alegó que en el año 1997 no le prestó servicios a ELKOMETAL, que el certificado se expidió erróneamente porque la demandante le prestó servicios a Minera y Ferroaleaciones con NIT 860.046.399 por valor de $20.730.000 y que por error esta última empresa expidió el certificado en papelería del ELKOMETAL
.
 
Al resolver el recurso
, el ente fiscalizador afirmó que, verificados los libros auxiliares, la cifra cuestionada aparece contabilizada a nombre de la sociedad MINERA Y FERROALEACIONES, lo que no se acepta porque esa empresa tuvo vigencia hasta el 17 de diciembre de 1996, según certificado de la Cámara de Comercio de Tunja
.
 
En la apelación, la demandante sostiene que la DIAN pretende un doble gravamen, ya que no es posible que un mismo ingreso por $17.275.410 haya sido facturado a dos empresas diferentes, por el mismo concepto y exactamente por el mismo período gravable. Que un error de la sociedad MINERA y FERROALEACIONES, al haber expedido un certificado de retención en la papelería de ELKOMETAL, no da lugar a la adición de un ingreso por igual valor al declarado por COBASEC LTDA. 
 
Pues bien, como se advirtió, en el expediente obra el certificado de retención en la fuente expedido por ELKOMETAL LTDA. respecto del año gravable 1997 por los ingresos de «servicio de vigilancia-aseo» por valor de $17.275.000
, lo que soporta la adición de ingresos efectuada por la DIAN desde el requerimiento especial y concuerda con la explicación dada en la liquidación de revisión, en cuanto a que por dicho valor no se encuentra certificado expedido por la sociedad MINERA Y FERROALEACIONES.
 
En el certificado del revisor fiscal aportado por la demandante se indica que “Verificados los libros auxiliares de ventas, cartera y sus respectivos soportes por el año gravable 1997 se pudo comprobar que la Empresa Cobasec Ltda. Registra ingreso en el año 1997 por valor de $20.730.000 por concepto de las facturas Nos. (…) expedidas a nombre de la sociedad MINERA Y FERROALEACIONES con NIT 860.046.399. (…)”.
 
Revisado el expediente, la Sala advierte que no se aportaron las facturas expedidas a nombre de Minera y Ferroaleaciones ni el certificado de ingresos y retenciones, que permitan corroborar que son los mismos valores adicionados por la DIAN. Tampoco el certificado del revisor fiscal ofrece certeza de si los ingresos recibidos de Minera y Ferroaleaciones fueron incluidos en la declaración de renta del año 1997 y si la demandante tuvo ingresos de ELKOMETAL.
 
De otra parte, aunque la demandante aportó con la demanda un certificado de existencia y representación legal de la sociedad MINERA Y FERROALEACIONES DE COLOMBIA LIMITADA - MINFERCOL, expedido el 4 de junio de 2001 por la Cámara de Comercio de Bogotá, tal hecho no desvirtúa por sí solo el certificado de ingresos y retenciones de ELKOMETAL, como tampoco se advierte del certificado de existencia y representación legal de MINFERCOL que esta sociedad haya cambiado de razón social a ELKOMETAL, como lo sostuvo la demandante en la respuesta al requerimiento especial, amén de que el NIT de ELKOMETAL es 830.022.410-2, es decir, diferente al de MINFERCOL (860.046.399).
 
En el dictamen pericial practicado en primera instancia, uno de los puntos que debió absolver el auxiliar de la justicia consistió en especificar si COBASEC le facturó servicios a ELKOMETAL durante el año 1997 o si existió un vínculo comercial entre las dos compañías que representara ingresos para la demandante, frente a lo cual el perito respondió que revisados los listados de los certificados de retención en la fuente del año gravable 1997, se observa que «claramente entre la actora y ELKOMETAL existió un vínculo comercial» ya que aparece una retención en la fuente por concepto de servicios por valor de $345.500.

 
En esas condiciones, no fue demostrado por ningún medio probatorio el doble gravamen que afirma la apelante pretende la DIAN ni el error de la sociedad MINERA Y FERROALEACIONES al expedir el certificado de retención. No prospera el cargo. 
Ingresos por rendimientos financieros $13.520.000
En la resolución que decidió el recurso de reconsideración, la DIAN señaló que se mantenía la adición por $13.520.000 por cuanto la certificación expedida por el liquidador de la empresa BOYACA MOTORS S.A. expresaba que los pagos por intereses por valor de $13.519.582, correspondientes al año 1996 a favor de COBASEC LTDA. no fueron causados en ese año sino que se causaron y pagaron en el año 1997.
Por su parte, para la demandante, estos ingresos recibidos de BOYACA MOTORS S.A. corresponden a rendimientos financieros y no a servicios, como en forma equivocada lo consideró el Tribunal y, además, porque así lo manifestó expresamente el perito en el dictamen al decir que «…en ningún momento se prestaron servicios como afirma la administración…».
Sobre el particular, lo primero que advierte la Sala, es que la Administración Tributaria, tanto en la liquidación de revisión
 como al decidir el recurso de reconsideración
, precisó que los ingresos adicionados correspondían a «servicios prestados» y los adicionó al renglón «intereses y rendimientos financieros».

De manera que le asiste razón a la actora cuando afirma que el a quo se equivocó al confirmar la adición de tales ingresos como servicios, ya que así los consideró al resolver en la sentencia apelada con la adición de ingresos de la Caja Agraria y ELKOMETAL, que la Administración en cambio sí había considerado como servicios
.

Por otro lado, en la aclaración del experticio contable solicitado por la demandante, el contador que lo emitió afirmó lo siguiente
:
“…Verificado el Certificado de Retención en la Fuente N° Rt-0032 del agente retenedor BOYACA MOTORS S.A. NIT 800198694-3 del año gravable 1997, donde se efectuó la retención en la fuente por concepto de RENDIMIENTOS FINANCIEROS, cuya base de retención fue de VEINTICUATRO MILLONES SETECIENTOS CNCUENTA Y OCHO PESOS MONEDA LEGAL COLOMBIANA ($24.758.000) y el valor de retención equivale a la suma de UN MILLON SETECIENTOS TREINTA Y TRES MIL SESENTA PESOS $1.733.060), de lo cual podemos observar efectivamente que NO EXISTE RETENCION EN LA FUENTE POR PAGO DE INTERESES, ya que no fue posible acceder al documento soporte…”.
Por otro lado, obra en el expediente el certificado de retención a que hace alusión el perito contador
 en el que se corroboran los conceptos y valores anunciados en el dictamen pericial, de lo que se colige que no existe duda de que en el año gravable 1997 la sociedad BOYACA MOTORS S.A. pagó a COBASEC LTDA. rendimientos financieros por $24.758.000, sobre los cuales se practicó retención en la fuente a título de renta a la tarifa del siete por ciento (7%) que es la cifra que resulta de aplicar dicho porcentaje a la base antedicha.

Cabe anotar que la actora, en la apelación, se limita a afirmar que el concepto del pago efectuado por BOYACA MOTORS S.A. era el de rendimientos financieros y no el de servicios, aspecto que ya estaba aclarado por la propia administración desde la misma liquidación oficial de revisión. En cambio no manifiesta ninguna objeción al asunto de fondo, como es determinar si tales ingresos correspondían al año gravable 1997.
Por su parte el certificado del revisor fiscal de COBASEC LTDA señala que en los libros auxiliares de contabilidad aparece un saldo a cargo (por cobrar) a BOYACA MOTORS S.A. por $60.000.000 y que los ingresos causados y declarados por intereses por el año gravable 1997 son de $11.238.418, es decir $2.281.582 menos que el valor adicionado por la DIAN.

Sin embargo, con base en lo expresado por el perito en el dictamen, así como del contenido del certificado de retención en la fuente expedido por BOYACA MOTORS S.A., pruebas que no fueron desvirtuadas por la demandante y que además son las únicas referidas a este punto obrantes en el expediente, se advierte que los rendimientos financieros adicionados por la DIAN en un monto de $13.520.000, fueron recibidos por COBASEC LTDA en el año gravable 1997, tal como lo evidencian las pruebas antes señaladas. No prospera el cargo.
Deducciones por salarios y prestaciones sociales por $105.042.000.
En la liquidación oficial de revisión, la DIAN realizó un cálculo global de la base para los aportes parafiscales a partir de los conceptos salariales pagados por nómina a los empleados de COBASEC LTDA. en Tunja, Bogotá y Yopal, para concluir que algunos comprobantes de egreso no tenían soporte, razón por la cual desconoció la suma de $137.692.000 como deducción
.  

Al resolver el recurso de reconsideración, la DIAN aceptó como deducción $32.650.002, como consecuencia de la certificación del revisor fiscal sobre el pago del salario integral en la ciudad de Bogotá, con lo cual el valor finalmente rechazado del renglón «Salarios y prestaciones y otros conceptos» de la declaración de renta por el año gravable 1997 fue de $105.041.998.

El a quo no aceptó dicho monto como deducción, debido a que la demandante no probó ni justificó la diferencia entre la suma global y los porcentajes individuales determinados para el cálculo de los aportes y prestaciones, procedimiento administrativo que no es contrario a las facultades de investigación y fiscalización de la administración.

En el recurso de apelación, la actora manifestó su inconformidad con el rechazo de esta deducción por salarios y prestaciones sociales, por no haberse identificado los rubros que se pretende desconocer así como los fundamentos de su rechazo, en aras de garantizarle el derecho de defensa. Planteó que la actuación de la administración fue desvirtuada con el dictamen pericial, que expresa que la totalidad de la nómina fue pagada a los empleados y se hicieron los respectivos aportes a salud, pensión y riesgos pensionales, entre otros y, por tanto, esos pagos son deducibles de acuerdo con los artículos 108, 109, 110, 112, 113 y 114 del Estatuto Tributario.
En relación con el argumento de la apelante según el cual la Administración debió identificar los conceptos salariales, prestacionales y de seguridad social rechazados de la declaración de renta del año gravable 1997, se observa que en la liquidación oficial de revisión, la DIAN realizó una confrontación entre el valor informado por COBASEC LTDA y el determinado oficialmente, respecto de cada uno de los elementos salariales y prestacionales, así como los aportes a salud, pensión, riesgos profesionales y aportes parafiscales.
Con el anterior procedimiento, la cifra finalmente rechazada de $105.042.000 se encuentra explicada y justificada en el cuadro comparativo entre los valores informados y los calculados por la autoridad fiscal, de manera que la diferencia por cada concepto es verificable en cuanto al monto rechazado en la liquidación de revisión
, con la única advertencia de que el monto rechazado por salario integral quedó finalmente en $4.374.000, una vez aceptada la deducción de $32.650.000.
En el dictamen pericial, el auxiliar de la justicia afirmó que «Verificando una muestra de las nóminas del personal de COBASEC LTDA podemos observar que efectivamente estas fueron canceladas y por ende se hicieron los respectivos aportes a salud, pensión, riesgos profesionales entre otras y estos pagos son considerados DEDUCIBLES de acuerdo con lo contemplado en el Estatuto Tributario los artículos 108, 109, 110, 112, 113 y 114»
; sin embargo, el dictamen no especifica el monto de las nóminas de cada ciudad, los conceptos y el valor que las conforman, ni el monto de los aportes de seguridad social y parafiscales.

Para la Sala, el contenido del dictamen no desvirtúa el cálculo efectuado por la Administración, en cuanto a los montos pagados por COBASEC LTDA por cada uno de los conceptos salariales y prestacionales, al no indicar los valores, dónde fueron contabilizados y su conformidad con los valores que fueron informados por la contribuyente a la DIAN. No prospera el cargo.

Sanción por inexactitud
La adición de ingresos y el desconocimiento de deducciones que en esta instancia se han confirmado, no se debió a una diferencia de criterios en cuanto al derecho aplicable sino a la falta de prueba de las partidas cuestionadas por la demandada, lo que no le permitió al contribuyente demostrar la procedencia de las cifras presentadas en la declaración de renta y complementarios del año gravable 1997. De manera que, a la luz del artículo 647 del Estatuto Tributario, se levantará la sanción por inexactitud parcialmente, únicamente en cuanto a la adición de ingresos de la Caja Agraria, única partida aceptada en esta instancia. 
En consecuencia, esta Corporación revocará la sentencia de primera instancia y, en su lugar, declarará la nulidad parcial de los actos administrativos demandados, por lo que se impone liquidar el impuesto a cargo de la sociedad COBASEC LTDA., así:

COBASEC LTDA.

Año  gravable  1997

	CONCEPTO
	LIQ PRIV
	LIQ OFI
	C DE E

	TOTAL PATRIMONIO BRUTO
	3.121.756.000
	3.121.756.000
	3.121.756.000

	TOTAL PASIVOS
	2.079.261.000
	2.079.261.000
	2.079.261.000

	TOTAL PATRIMONIO LIQUIDO
	1.042.495.000
	1.042.495.000
	1.042.495.000

	SERVICIOS, HONORARIOS Y COMISIONES
	14.351.970.000
	14.373.251.000
	14.372.041.000

	RENDIMIENTOS FINANCIEROS
	72.104.000
	85.624.000
	85.624.000

	VENTA ACTIVOS FIJOS
	8.000.000
	8.000.000
	8.000.000

	OTROS INGRESOS
	51.102.000
	51.102.000
	51.102.000

	TOTALINGRESOS BRUTOS
	14.483.176.000
	14.517.977.000
	14.516.767.000

	DEVOLUCIONES, DESCUENTOS, REBAJAS 
	548.965.000
	548.965.000
	548.965.000

	TOTAL INGRESOS NETOS
	13.934.211.000
	13.969.012.000
	13.967.802.000

	DEDUCCIONES
	
	
	

	HONORARIOS Y COMISIONES
	146.319.000
	146.319.000
	146.319.000

	SERVICIOS
	835.544.000
	835.544.000
	835.544.000

	SALARIOS Y PRESTACIONES
	11.295.064.000
	11.190.022.000
	11.190.022.000

	PUBLICIDAD Y PROPAGANDA
	19.115.000
	19.115.000
	19.115.000

	INTERSESES Y GASTOS FINANCIEROS
	166.861.000
	166.861.000
	166.861.000

	DEPRECIACION, AMORTIZACION
	162.771.000
	162.771.000
	162.771.000

	OTRAS DEDUCCIONES
	583.934.000
	583.934.000
	583.934.000

	TOTAL DEDUCCIONES
	13.209.608.000
	13.104.566.000
	13.104.566.000

	TOTAL COSTOS Y DEDUCCIONES
	13.209.608.000
	13.104.566.000
	13.104.566.000

	RENTA LIQUIDA
	724.603.000
	864.446.000
	863.236.000

	RENTA PRESUNTIVA
	38.396.000
	38.396.000
	38.396.000

	RENTA LIQUIDA GRAVABLE
	724.603.000
	864.446.000
	863.236.000

	IMPUESTO SOBRE LA RENTA GRAVABLE
	253.611.000
	302.556.000
	302.133.000

	IMPUESTO NETO DE RENTA
	253.611.000
	302.556.000
	302.133.000

	TOTAL IMPUESTO A CARGO
	253.611.000
	302.556.000
	302.133.000

	TOTAL RETENCIONES AÑO GRAVABLE 1997
	264.601.00
	264.601.000
	264.601.000

	Más: SANCIONES
	6.774.000
	74.248.000
	73.571.000

	TOTAL SALDO A PAGAR
	
	112.203.000
	111.103.000

	O TOTAL SALDO A FAVOR
	4.216.000
	
	


En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Cuarta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

F A L L A
1. REVÓCASE la sentencia del 16 de mayo de 2012, proferida por el Tribunal Administrativo de Boyacá, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.
2. En su lugar, ANÚLANSE parcialmente la Liquidación Oficial de Revisión No. 200642001 del 10 de mayo de 2001 y la Resolución 000001 del 27 de mayo de 2002, expedidas por la Administración de Impuestos Nacionales de Tunja.

3. A título de restablecimiento del derecho, DECLÁRASE  como saldo a pagar por el impuesto de renta del año gravable 1997 a cargo de la sociedad COBASEC LTDA., la suma de CIENTO ONCE MILLONES CIENTO TRES MIL PESOS M/CTE ($111.103.000), conforme con la liquidación inserta en la parte motiva de esta providencia.
Reconócese personería al doctor JULIO CESAR RUIZ MUÑOZ como apoderado de la DIAN.

Cópiese, notifíquese, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. Cúmplase.
La anterior providencia se estudió y aprobó en sesión de la fecha.

JORGE OCTAVIO RAMÍREZ RAMÍREZ           HUGO FERNANDO BÁSTIDAS BÁRCENAS

          Presidente de la Sección

               Ausente con permiso
MARTHA TERESA BRICEÑO DE VALENCIA     CARMEN TERESA ORTIZ DE RODRIGUEZ

Hechos: En relación con la declaración de renta por el año gravable 1997, la DIAN adicionó ingresos por servicios y por rendimientos financieros. Con fundamento en la falta de requisitos de las facturas de venta, la no demostración de haberse declarado los ingresos en el año 1996, la diferencia entre las cifras contables y las que aparecen en los certificados de retención en la fuente. En cuanto a las deducciones, desconoció gastos por salarios y prestaciones sociales por no demostrar las sumas calculadas en forma global con base en las nóminas. 
Tribunal: NEGÓ las pretensiones de la demanda porque la actora, por ser un contribuyente obligado a llevar contabilidad por el sistema de causación debía contabilizar los ingresos en el momento en que surgiera el derecho. Por otro lado, las facturas emitidas a los clientes cuyos ingresos se adicionaron daban cuenta de haberse percibido en el año 1997 y los documentos aportados no demostraron su causación e inclusión en la declaración de renta de otro año gravable.
Proyecto: REVOCA y ANULA parcialmente los actos demandados.
· En caso de CITEP existe inconsistencias entre el recibo de caja y el certificado del revisor fiscal en cuanto a los meses objeto de la factura que sirvió de fundamento a la adición de ingresos.
· En los ingresos adicionados del Hospital de Fontibón, no se demostró el error cometido en el número del NIT y además existe incongruencias entre los facturas aducidas en la apelación y el certificado del revisor fiscal.
· En los ingresos de GRANAHORRAR no se demuestra el error en la digitación del NIT ni se encontró la factura de la cual la  DIAN echa de menos los requisitos

· CAJA AGRARIA: Única adición de ingresos que se rechaza porque la Administración condujo al contribuyente a desvirtuar un mayor valor de ingresos adicionados, que no corresponden con la realidad fáctica y probatoria en la que dijeron sustentarse los actos demandados para adicionar los ingresos
· En lo que respecta al ELECTROMETAL el certificado de retención expedido por éste cliente coincide con la suma adicionada por la administración
· Los ingresos por rendimientos financieros a nombre de BOYACA MOTORS fueron comprobados y la demandante solo argumentó que no se trataba de ingresos por servicios.
· En cuanto a las deducciones por salarios y prestaciones sociales la contribuyente no logró desvirtuar la diferencia calculada por la administración en cuanto al menor valor declarado
Tribunal Administrativo de Boyacá
M.P. Dr. Francisco Antonio Iregui Iregui

Apoderados:

Demandante: Humberto Azuero Ortiz
Demandada: Ana Cecilia Rincón Reyes
                      Julio César Ruiz Muñoz
Cuantía: $116.419.000
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